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Procesos judiciales      relativos 
a delitos patrimoniales
en el reino de Guatemala 1706 - 1740

Se intenta expresar la importancia del patrimonio durante 
la época colonial, a partir de estudios de procesos judicia-
les, una causa de robo en un poblado nos sirve como ejem-
plo. El patrimonio fue resguardado por el derecho civil y el 
derecho penal colonial.   

Juan Pablo Bolio Ortiz  (autor)
Héctor Joaquín Bolio Ortiz  (colaborador)
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Este trabajo tiende específi-
camente a tener un acerca-
miento y desentrañar los ele-
mentos del proceso judicial en 
su conjunto en casos donde 
el patrimonio estuvo en juego, 
los expedientes del Archivo 
General de Centroamérica 
(AGCA) fueron elementales 
para lograrlo; a partir de dicha 
documentación fue posible 
reconstruir el proceso judicial 
que tuvieron a su cargo alcal-
des mayores y corregidores 
en Guatemala, documentos 
esenciales para exponer cómo 
interactuaron las partes en un 
juicio con las autoridades.  

Los estudios de caso fueron el 
método de trabajo esencial 
en esta investigación, a partir 
de ellos se procuró abstraer 
información esencial de los 
procesos judiciales y poder 
contrastarlos con las normas 
procesales de la época. 

 Los estudios de caso permiten 
construir reflexiones generales 
partiendo de los casos parti-
culares, así como contrastar 
los conocimientos generales 
con el análisis de lo específi-
co. Estos estudios fueron una 
excelente técnica para aden-

trarse en el estudio de la com-
plejidad del sistema jurídico 
colonial.  La principal fuente 
de consulta de este trabajo 
fue la serie documental de los 
juicios civiles y criminales, clasi-
ficados en el AGCA.

El texto aquí expuesto se ads-
cribe al nuevo paradigma 
de la historia institucional que 
consiste en romper la frontera 
entre lo político, lo social, lo 
público y lo privado. Las redes 
políticas resultan ser un méto-
do útil en la historia institucio-
nal pues las instituciones no 
funcionan aisladas dentro de 
un sistema formado por leyes 
y personas, sino que se rela-
cionan entre sí, como ejemplo 
de ello el presente trabajo que 
busca encontrar el entretejido 
jurisdiccional en Guatemala 
durante la primera mitad del 
siglo XVIII.

El Reino de
Guatemala
El Reino de Guatemala  fue 
una entidad perteneciente al 
Virreinato de la Nueva Espa-
ña, con funciones políticas, 
militares, administrativas y judi-

Si el derecho vive en el tiempo, si el tiempo 
es una característica constitutiva del dere-
cho, comprender éste quiere decir com-
prenderlo como historia”
Mario Bretone“
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ciales; estuvo situada en el su-
reste de la Nueva España, en 
Centroamérica.  Abarcó todo 
el territorio centroamericano 
más el actual estado mexica-
no de Chiapas. Los máximos 
órganos políticos y jurisdiccio-
nales fueron la Capitanía Ge-
neral  y la Real Audiencia de 
Guatemala, la persona que 
ocupó el puesto de presiden-
te de la Real Audiencia fue 
a su vez Capitán General. La 
Real Audiencia de Guatema-
la no dependió de la Audien-
cia Virreinal de México como 
sucedió con la Audiencia 
Subalterna o Subordinada de 

Nueva Galicia, la actual Gua-
dalajara, dependió directa-
mente del Consejo Real y Su-
premo de Indias.

En el siglo XVIII el Reino de Gua-
temala tuvo cuatro divisiones 
administrativas llamadas gu-
bernaturas: Guatemala, Nica-
ragua, Costa Rica y Soconus-
co, cinco corregimientos que 
fueron: Chiquimula de la Sie-
rra, el Realejo, Totonicapán-
Huehuetenango, Matagalpa 
y Quetzaltenango y doce al-
caldías mayores: Suchitepé-
quez, Sololá, Escuintla, Nico-
ya, Tegucigalpa, Ciudad Real, 

Mapa reino de Guatemala.
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Tuxtla, San Salvador, Sonso-
nate, Verapaz, Chimalte-
nango y Sacatepéquez.  La 
política de la Corona delimi-
tó las demarcaciones territo-
riales para una correcta ad-
ministración de la justicia en 
Indias, al respecto la Recopi-
lación de Leyes de los Reinos 
de Indias de 1680 señaló: 
  
Uno de los medios con que 
más se facilite el buen go-
bierno, es la distinción de los 
términos, y territorios de las 
provincias, distritos, partidos 
y cabeceras, para que las 
jurisdicciones se contengan 
en ellos, y nuestros Ministros 
administren justicia, sin ex-
ceder de lo que les toca. Or-
denamos y mandamos a los 
virreyes, Audiencias, Gober-
nadores, Corregidores y Al-
caldes Mayores, que guar-
den y observen los límites de 
las jurisdicciones según les 
estuvieren señaladas por las 
leyes de estos libros. 

En 1542, en virtud de las Le-
yes Nuevas, fue creado el 
máximo órgano de adminis-
tración de justicia en Gua-
temala: la Audiencia de los 
Confines,  que tuvo su sede 
tiempo después en Santia-
go de Guatemala y repre-
sentó el poder delegado 
del rey, administró gobierno 
y justicia a sus súbditos. La 
audiencia era pretorial,  no 
dependió de la Audiencia 

Virreinal de México (como sí 
sucedió con la de Guadala-
jara); tuvo un grado de au-
tonomía amplio, los órganos 
que la conformaron queda-
ron especificados en las Le-
yes de Indias:

En la ciudad de Santiago 
de Guatemala, resida otra 
nuestra Audiencia y Canci-
llería Real, con un Presiden-
te-Gobernador y Capitán 
General, cinco Oidores, 
que también sean Alcaldes 
del Crimen, un Fiscal, un Al-
guacil Mayor, un teniente 
de Canciller y los demás mi-
nistros y oficiales necesarios, 
y tenga por distrito la dicha 
provincia de Guatemala, y 
las de Nicaragua, Chiapas, 
Higuera, Cabo de Hondura, 
la Verapaz y Soconusco. 

El presidente era el capitán 
general y gobernador, se 
encargaba de gobernar en 
nombre del rey. Los oidores 
tuvieron a su cargo lo que 
actualmente es el poder ju-
dicial, eran los encargados 
de administrar justicia en 
nombre del rey, encararon 
un tribunal de segunda ins-
tancia en donde se resolvió 
la mayoría de litigios de la 
época en segunda y terce-
ra instancia. El fiscal era el 
encargado de vigilar las ac-
ciones tanto del presidente 
como de los oidores, dentro 
de sus muchas atribuciones 

tuvo la de ocuparse de la 
defensa de los indígenas y 
de procurar que no sufrieran 
abuso. 

En 1564 la Audiencia de los 
Confines fue suprimida pero 
en 1570 fue restablecida y 
se instituyó en la ciudad de 
Santiago de Guatemala, en 
donde permaneció hasta el 
siglo XVIII. En esta etapa se le 
asignaron las provincias de 
Chiapa, Soconusco, Gua-
temala, Verapaz, Honduras, 
Nicaragua y Costa Rica.  
Dependió directamente del 
Consejo Real y Supremo de 
Indias; gozó de competen-
cia civil, criminal y religiosa 
en todo el territorio de la 
Capitanía. La Real Audien-
cia tuvo facultades judicia-
les, militares, de gobierno 
y hacienda. Judicialmente 
le compitió conocer de las 
apelaciones respecto a las 
sentencias dictadas por los 
alcaldes mayores, corregi-
dores y gobernaciones.  Era 
ante todo un Tribunal de 
Apelación como lo señala-
ban las Ordenanzas de 1528, 
que apuntaban: “que las 
apelaciones que se interpu-
siesen de cualquier nuestros 
Gobernantes y sus Alcaldes 
Mayores y otras cualesquier 
nuestros jueces o justicia ha-
yan de ir y vayan a la nues-
tra Audiencia”.



Dentro del territorio de la Real Audiencia de Guatemala tuvie-
ron jurisdicción los gobernadores, los corregidores y los alcaldes 
mayores. La figura de gobernador tuvo un rango mayor al de 
alcalde mayor o corregidor. Los gobernadores eran autorida-
des de corte administrativo y judicial que se encargaron de 
resolver asuntos de primera y segunda instancia en la ciudad 
donde residían, quizá esta fue la diferencia principal con los al-
caldes mayores y corregidores, que fueron órganos exclusivos 
de primera instancia. 

En gran cantidad de ocasiones los gobernadores ocuparon el 
cargo de capitán general en algunas regiones, posición que 
no pudieron ocupar ni alcaldes mayores ni corregidores.  En los 
lugares donde no hubo gobernadores, la impartición de la jus-
ticia era encargada a alcaldes mayores y corregidores, ambos 
estuvieron divididos de acuerdo con la importancia de las ciu-
dades, villas o pueblos. 

Las diferencias entre alcaldes mayores y corregidores pueden 
referir varios aspectos; la primera tiene que ver con el aspecto 
territorial, el corregidor gobernó áreas más cercanas a la ca-
pital y el alcalde mayor cumplió una función provincial.  Du-
rante el siglo XVI los alcaldes mayores fueron nombrados por el 
presidente de la Audiencia o el virrey, según fuera el caso, su 
jurisdicción abarcó regiones más ricas en comparación con los 
corregidores.  

La segunda diferencia tiene que ver con la preparación profe-
sional, la Alcaldía Mayor fue fundada como institución eminen-
temente judicial y letrada. El Corregimiento se fue instalando 
paulatinamente en Indias; al igual que las alcaldías mayores, 
llevaron a cabo funciones judiciales de orden político y militar.   
El alcalde mayor en su origen castellano es básicamente una 
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autoridad judicial, mientras que el corregidor es un oficial con 
atribuciones más gubernativas que judiciales, los alcaldes ma-
yores son letrados, los corregidores se asesoran con el teniente 
de corregidor para dictar sus sentencias.  Otra diferencia es la 
actuación colegiada del alcalde mayor frente al corregidor.  En 
el trabajo de García Gallo se expone que, siendo por ley oficios 
diferentes el de corregidores y alcaldes mayores, en la práctica 
sus funciones lleva a equipararlos, concluyendo el autor de que 
se trata de un solo oficio con distinto nombre.  Creemos que 
ambos cargos en la práctica cumplieron funciones similares, la 
gran diferencia fue que el alcalde mayor era letrado y el corre-
gidor no, por ello, gran cantidad de autos y funciones del corre-
gidor fueron encomendadas al teniente de corregidor. 

Las atribuciones de los corregidores estuvieron relacionadas di-
rectamente con el gobierno, la justicia, la guerra y la hacienda. 
Se debieron preocupar por mantener su distrito en paz y justicia; 
perseguir los delitos y pecados públicos; la producción en ge-
neral; la infraestructura; visitar sus distritos y velar por la justicia, 
especialmente en los pueblos indígenas donde se produjeron 
abusos de los caciques, en lo legislativo dictaron bandos de in-
terés local. Presidieron los cabildos o bien pudieron ingresar a di-
chas sesiones si lo desearon; conformaron elecciones de alcal-
des ordinarios. En lo espiritual fueron vicepatronos en su distrito.    

Procesos penales por delitos patrimoniales
Las leyes castellanas en torno a los delitos contra el patrimonio 
(hurtos, robos) fueron estrictas y con penas bastante considera-
bles para los procesados. Una real pragmática  dicta por Carlos 
I, Doña Juana y el Príncipe Don Felipe en 1552, reglamentó para 
Castilla e Indias los lineamientos generales sobre estos delitos; 
dicha ley expresó:
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Mandamos a todas las Justicias de nuestros Reinos, que los la-
drones, que conforme a las leyes de nuestros Reinos deben ser 
condenados en pena de azotes, de aquí en adelante la pena 
sea, que los traigan a la vergüenza, y que sirvan cuatro años, 
y por la segunda le den cien azotes, y sirva perpetuamente en 
las dichas galeras; y si fuere el hurto en nuestra Corte, por la 
primera vez le sean dados cien azotes, y sirva ocho años en las 
dichas nuestras galeras: y en los hurtos cualificados y robos y 
salteamientos en caminos o en campos, y fuerzas y otros delitos 
semejantes o mayores, los delincuentes sean castigados confor-
me a las leyes de nuestros reinos. 
 
Para el antiguo código Alfonsino (Las Siete Partidas),  el hurto se 
caracteriza por tomar alguna cosa ajena encubiertamente; en 
consecuencia, las cosas inmuebles no pudieron ser objeto de 
esta figura.  Si la comisión del delito se dio por alguien que no 
lo tuvo por costumbre, los juzgadores pudieron poner al delin-
cuente penas consistentes en trabajos a favor del rey;  además, 
la cosa mueble debió ser tomada en contra de la voluntad del 
dueño.  Los hurtadores pudieron ser castigados de dos formas:  
“La una es con pena de pecho. E la otra es con escarmiento 
que les fazen en los cuerpos por el fruto o por el mal que fazen”. 

La diferencia entre robo y hurto radicó en que el primero consis-
tió en apoderarse públicamente de una cosa mueble o ajena, 
ya sea en ciudad o en poblado, mediante el uso de la fuerza 
sobre la persona;  el hurto se daba por el apoderamiento de 
bienes a escondidas, sin que nadie haya visto el delito. Los la-
drones tuvieron diversas denominaciones según lo que se hu-
biesen robado, aquellos que se robaran bueyes, vacas o burros 
de noche, se llamaron abigeos, los que se robaron mulas o ca-
ballos se llamaron cuatreros, el que robaba capas se denominó 
capeador, doméstico se llamó al que robaba donde servía o 
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ayudaba a ladrones para que robaran, entre otros. Si algún la-
drón cometía algún delito patrimonial, ya fuera un robo o hurto 
como delincuente habitual, su castigo era la pena capital.  Los 
procesos estudiados manifiestan la utilización indistinta de los 
términos hurto y robo en la primera mitad del siglo XVIII. La cau-
sa llevada contra Lázaro Monroy es un buen ejemplo del obrar 
de las justicias del último rango sobre este tipo de crímenes. 

Por otra parte, en los indígenas de Guatemala el delito de robo 
tuvo otra percepción, cuando alguien robaba inmediatamente 
era juzgado como antisocial; si el robo era pequeño, se podía 
pagar el importe de lo robado con trabajo, si volvía a robar, era 
llevado al mercado de esclavos.  Si los ladrones eran señores o 
gente principal, el pueblo se reunía y los aprehendía para la-
brarles el rostro desde la barba hasta la frente, por los dos lados, 
castigo que tenían por grande infamia.  

Proceso por robo de achiote 
Hacer historia del delito y de los delincuentes refleja, además del 
proceso judicial con que fueron llevados, la verdadera faceta 
de actores sociales y de autoridades o, como señalara Émilie 
Durkheim, la normalidad del delito.  El documento que se da a 
conocer en este apartado presenta la causa criminal llevada 
a cabo ante el Alcalde de la Santa Hermandad del partido de 
Sacatepéquez, Joseph Peláez en 1739, contra Lázaro Monroy, 
indio natural del pueblo de San Pedro Sacatepéquez, acusado 
de ladrón.

La causa criminal versó sobre el robo de achiote que se produ-
jo en el milperío del indio Lázaro Monroy. Anteriormente a que 
se le acusara del robo, Lázaro Monroy expresó su enojo contra 
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una vaca que causó destrozos en su milperío, por lo que solicitó 
al mozo del terreno colindante la quitara o “que la habría de 
destirpar o jarretar”;  debido a que el mozo no obedeció sus 
órdenes, Monroy procedió a destripar a la vaca. 

Cuando la carne de la vaca estaba colgada dentro de la casa 
del milperío de Lázaro Monroy, por orden del alcalde mayor 
los indios de Cobán fueron a la vivienda del susodicho Monroy, 
pues se les pidió una mula que portaba una carga de achiote. 
Los indios de Cobán hallaron la mula sin carga en el milperío 
de Lázaro Monroy, por lo que dijeron que el indio Lázaro Mon-
roy era un ladrón, acusándolo que se robó todo el achiote que 
portaba la mula que encontraron en su terreno. El Alcalde de la 
Santa Hermandad ordenó que se aprisionara a Lázaro Monroy 
y que se hicieran todas las diligencias para esclarecer el robo 
del achiote.

El proceso instaurado contra Lázaro Monroy redunda en el he-
cho de la denuncia interpuesta por los alcaldes indios ante el 
Alcalde de la Santa Hermandad, por el robo de achiote sobre 
una mula en el milperío del mencionado. El 17 de febrero de 
1739 se dictó un auto solicitando recibir a los testigos del caso. 
Las probanzas determinantes en este proceso fueron cinco tes-
timoniales. La primera estuvo a cargo del español Pedro Gar-
cía, de cincuenta años, quien fue presentado por los hermanos 
Marcelino y Raimundo Zaqui ante el Alcalde de la Santa Her-
mandad. Una vez dado su juramento “por Dios nuestro señor y 
la señal de la Santa Cruz”, indicó:  

Que Lázaro Monroy ha sido ha sido pillado de ladrón, lo que 
prueba con decir ha hurtado años en el paraje de Rafuya, se 
desapareció una mula cargada de raspaduras que el causo. 
Se halló en su poder; y en cuanto a la presente demanda, sabe 
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de oídas que en poder de dicho indio en su ranchería se halló 
una vaca salada que mató dicho Lázaro a los que lo presentan.  

La segunda testimonial estuvo a cargo del gobernador del pue-
blo de Sacatepéquez, Thomas Paredes, presentado de igual 
forma por los hermanos Zaqui; Paredes señaló que unos indios 
del pueblo de Cobán perdieron una mula cargada de achiote 
y que llegaron al cerco del milperío de Lázaro Monroy y halla-
ron la mula sin carga alguna, por lo que infirió que Lázaro era el 
ladrón por no haber en dicho momento en el paraje otra per-
sona. Luego dijo “que en cuanto a este rudimento sabe que 
los dicho cobaneros buscando su achiote, hallaron tasajeas de 
carne, que eran de una vaca perteneciente a los que me pre-
sentan…”  Al final se refirió a que Lázaro Monroy tenía fama de 
ratero. 

Por último los hermanos Zaqui presentaron a Gaspar Chiquich, 
Juan de la Cruz y Thomas Cutzel, el primero alcalde de Sacate-
péquez y los otros dos indios ladinos. El alcalde Chiquich men-
cionó que supo lo que pasó con los indios y con la mula carga-
da en el milperío, que Lázaro Monroy vendió el achiote y que 
mató en su milpa una vaca perteneciente a los que lo presen-
tan.  Juan de la Cruz y Thomas Cutzel coincidieron en señalar 
que Lázaro Monroy tiene fama de ladrón y ratero.  

La sentencia de la causa se dictó con fecha 17 de febrero de 
1739, el alcalde de la santa hermandad  pronunció: 

Habiendo visto por las declaraciones de los testigos, resulta 
culpado Lázaro Monroy, debía de mandar sea preso en esta 
cárcel, y con las precisiones necesarias sea remitido con estos 
autos a su majestad el capitán Pedro Ortiz de Cetona, alcalde 
ordinario de primer voto, de la ciudad de Guatemala para en 
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vista de ello delibere su majestad el castigo más común así lo 
proveyó y firmé con los testigos de mi asistencia. 

El cuadro 1 expone diversos aspectos sobre los delitos patrimo-
niales; en estos casos las pruebas fueron esencialmente los testi-
gos, quienes establecían haber visto o no al presunto ladrón. En 
estos casos la prueba de confesión no fue utilizada, no por ello 
no descarto su uso para estos procesos. La diferencia que seña-
laron las normas castellanas entre hurto y robo parece no tener 
mayor relevancia en los juzgadores de estos procesos, la pala-
bra robo y hurto son usadas indistintamente. La justicia indígena 
seguramente llevó muchos procesos de este tipo en sus propios 
poblados, los expedientes judiciales analizados sobre estos de-
litos no nos exponen lo suficiente al respecto. Sin embargo, sí 
queda de manifiesto su intervención en las causas de Lázaro 
Monroy y de Martín López, en ambos casos interponiendo las 
denuncias ante la justicia castellana , lo cual rectifica la relación 
entre las autoridades indígenas y las castellanas.  

Cuadro 1. Delitos patrimoniales.
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Conclusiones
 
De este artículo se pueden desprender algunas conclusiones 
sobre el tema del patrimonio en los procesos judiciales duran-
te la primera mitad del siglo XVIII.  Una primera sería la relativa 
al uso de fuentes judiciales como herramientas metodológicas 
para comprender diversos aspectos de la vida cotidiana y no 
solo exclusivamente cuestiones jurídicas.  

La segunda conclusión sería la relativa a delitos que aparecie-
ron en los poblados de indios de carácter patrimonial, en cuan-
to a ellos las leyes castellanas revelaron sanciones considerables 
contra los delincuentes que cometieron este tipo de infraccio-
nes Los principales delitos patrimoniales fueron el robo y el hurto, 
diferenciando el primero del segundo en que el delincuente se 
apoderó de un bien inmueble de forma pública y en el hurto el 
delito se realizó a escondidas.

Al igual que en los delitos contra la vida, en los delitos patrimo-
niales las pruebas torales fueron las testimoniales, la figura del 
embargo de bienes también se presentó en estos procesos 
con el fin de reparar el daño causado a las víctimas. Si bien las 
sanciones según el derecho castellano tendieron a ser severas, 
como bien han mencionado diversos especialistas los procesos 
judiciales de este tipo procuraron resolverse de forma casuísti-
ca, principal característica del derecho indiano. Lo que signifi-
có un amplio margen de discrecionalidad a la hora del dictado 
de las sentencias por parte de los jueces.
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